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concretamente el de que ninguna de las otras ~es pidiera tal
disminución. En las apelaciones seguidas en jUicio de faltas, en
-efecto, cuya parca regulación procesal no autoriza a -pensar que
puedan ejercitar en ellos la acción civil quienes expresamente la
!'enunciaron, no se 'contiene, en efecto, norma alguna que obligue
al Ministerio Fiscal cuya ~tici6n no fue atendida en primera
instancia, a pedir el mantenImiento de la Sentencia ~ronuciada en
~sta, aunque no la haya apelado, cuando por iniciativa de una de
las partes se somete a revisión en segunda mstancia. Esta inexisten­
cia de limitación, congruente con el papel del Ministerio Fiscal
como defensor de la legalidad en las contiendas que no tienen por
,objeto el ejercicio del ius puniendi, le facultad para reiterar ante el
Juez de apelación la pretensión ya deducida ante el de Distrito,
como efectivamente hizo en este caso. Al someter así al Juez ·la
cuestión del monto de la indemnización acordada por·el Juzgado
de Distrito, lo liberó de las limitaciones que, de otro modo, le
marcaban la petición de los apelantes e hizo posible que el Juzgado
de Instrucción de-tenninase, de acuerdo con su criterio, la cuantía
de las indemnizaciones. Al reducir éstas según cálculos que no se
tachan de irrazonables o arbitrarios y en cuya corrección este
Tribunal no puede entrar. el Juzgado de Instrucción no ha

Sala Primera. Recurso de amparo número 64111985.
Semencia número 16/1987. de 12 de febrero.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por
don Francisco Tomas y Valiente, Presidente; don FranCISCO Rubio
Uorente, don Luis Diez·Picazo y Ponte de León, don Antonio
Troyol Serra, don Eugenio Díaz Eimil y don Miguel Rodri¡uez­
Piñero y Bravo~Ferrer, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 641/1985, promovido por don
Damián Coll Tomás y don Pedro Antonio Vidal Mulet, representa­
dos por el Procurador don Francisco de Guinea y Gauna y
defendidos por el Letrado don Federico Maroto Bravo, contra Auto
de la Sala Primera del Tribunal Supremo que declaro no haber
lugar a la admisión del recurso de casación interpuesto contra
Sentencia de la Sala de lo Civil de la Audiencia Territorial de
Palma de Mallorca. Han comparecido el Ministerio Fiscal y don
Antonio Mataró Mojer, representado por el Procurador don Carlos
Ibáñez de la Cadiniere. Ha sido ponente el Presidente don
Francisco Tomás y Valiente, que expresa el parecer de la Sala.

l. ANTECEDENTES

l. Por escrito que tuvo entrada en este Tribunal el 9 de julio
de 1985, el Procurador don Francisco de Guinea y Gauna, en
nombre de don Damián Coll Tomás y de don Antonio Vidal
Mulet, interpuso recuno de amparo contra el Auto de la Sala
Primera del Tribunal Supremo de 17 de junio de 1986, que declaró
no haber lugar a la admisión del recurso de casación civil núm. 120
de 1985, promovido por aquéllos.

Consideran los recurrentes vulnerado por dicho Auto su dere­
cho a la tutela judicial efectiva, que consagra el arto 24.1 de la
Constitución, por lo que solicita del Tribunal Constitucional que
declare la nulidad del mencionado Auto y les reconozca su derecho
a que se sustancie y decida en cuanto al fondo el recurso de
casación por ellos interpuesto.

Asimismo solicitaban que se suspendiera la ejecución de la
Sentencia contra la que se fonnalizó el recurso de casación, pues,
en caso contrario, perdería su eficacia y finalidad el recurso de
amparo.

2. El presente recurso de amparo se fundamenta en los
siguientes hechos:

Con fecha 6 de a1¡ril de 1984, la Sala de lo Civil de la Audiencia
Territorial de Palma de Mallorca dictó Sentencia revocando otra
del Juzgado de Primera Instancia núm. 1 de aquella ciudad, en
autos de juicio ordinario declarativo de mayor cuantía, seguidos
por demanda de don Pedro Antonio Mataró Mojer contra los hoy
recurrentes. Estos prepararon recurso de casación contra aquella
Sentencia por escrito de 18 de abril de 1984, siendo emplazados por
la Sala sentenciadora para comJ>8:recer ante el Tribunal Supremo,
con entrega de los tesumonios de las correspondientes resoluciones
judiciales, el 22 de enero de 1985. El siguiente 8 de marzo se
mterpuso el recurso de casación, con arreglo a la normativa
procesal introducida por la Ley 34/1984, de 6 de agosto, vigente
desde el l de septiembre del año anterior. El recurso fue inadmitido

infringido por esto límites que estuviera obligado a observar por
aplicación de la regla Que proscribe la rejormatio in peius y, en
consecuencia, tampoco ha lesionado el derecho fundamental de los
recurrentes a la tutela judicial efectiva.

FA LLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE J-E CONFIERE LA CONSTlTU­
ClON DE LA NACION ESPANOLA,

Ha decidido:

Denegar el amparo solicitado.

Publiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado)~.

Dada en Madrid a 11 de febrero de 1987.-Francisco Tomás y
Valiente.-Francisco Rubio Llorente.-Luis Diez-Picaza y Ponce de
León.-Antonio Truyol Serra.-Eugenio Díez Eimil.-Miguel Rodri­
guez-Piñero y Bravo-Ferrer.-Firmados y rubricados.

por el Auto que ahora se impugna. según el cual aquél deberia
haberse fonnalizado conforme a la Ley anterior a la citada reforma
procesal, por aplicación de lo dispuesto en la Disposición transito­
ria segunda de la propia Ley 34/1984.

3. Los fundamentos de Derecho de la demanda de amparo son
los siguientes:

La interpretación de la Disposición transitoria segunda de la
Ley 34/1984, en que el Tribunal Supremo funda su deCisión de
inadmitir el recurso de casación es incorrecta, pues basta Una
lectura detenida de dicha Disposición y de la que la precede para
comprender que los recursos que se interpongan después de la
entrada en vi.¡or de aquella Ley, como ocurnó en el caso de autos,
deben sustanC18fSe por los nuevos trámites procesales, y no por los
de la Ley de EnjuiCiamiento Civil modificada, incluso si el recurso
se preparó conforme a esta Ley derogada. ya que no cabe confundir
la preparación y la interposición del recurso de casación.

A ello se añade que toda norma debe ser interpretada eligiendo,
entre sus posibles sentidos, aquel que sea más conforme con las
normas constitucionales y que constituye una infracción del art. 24
de la Constitución, según la jurisprudencia del Tribunal Constitu­
cional, la inadmisión de un recurso procesal en base a una causa
inexistente o por estimar inaplicable un procedimiento que sí lo
era, privando al recurrente de obtener una decisión sobre el fondo.

4. Por providencia de 9 de octubre de 1985, la Sección Cuarta
de este Tribunal acordó admitir a trámite el recurso de amparo
formulado, y en ap'licación de lo dispuesto en el arto 51 de la Ley
Orgánica del Tnbunal Constitucional, recabar del Tribunal
Supremo la remisión de las correspondientes actuaciones y el
emplazamiento de quienes fueron parte en las mismas.

El Tribunal Supremo remitió xerocopia de las actuaciones el 23
de octubre siguiente, librando al mismo tiempo exhorto al Juzgado
de Primera Instancia numo 1 de Palma de Mallorca para el
emplazamiento de las panes y haciendo saber a la recurrente que.
una vez cumplimentado, lo presentase directamente ante el Tribu­
nal Constitucional.

A falta de remisión de las diligencias de emplazamiento, el
Presidente del Tribunal interesó del citado Juzgado, en 19 de
diciembre de 1985, que se sirviera dar las órdenes oportunas para
la pronta remisión de lo solicitado, y con fecha 28 de mayo de 1986,
la Sección Primera de este Tribunal requirió al Procurador señor
Guinea y Oauna que manifestase el estado en que se hallaba el
diligenciamiento que el Tribunal Supremo le encomendó del
mencionado exhorto, manifestando a continuación el Procurador
que el Juzgado de Primera Instancia referido no pudo llevar a
efecto el emplazamiento de don Pedro Antonio Mataró Mojer por
haber cambiado la denominación de su domicilio, aponando la que
es en la actualidad, así como tampoco el de doña Juana García
Puigserver, por haber resultado igualmente desconocida en su
domicilio. Solicitaba el Procurador, en -consecuencia, se librase
nuevo exhorto al Juzgado para que emplazase a don Pedro Antonio
Mataró Mojer en la nueva dirección aportada y se expidiera edicto
por el que se emplace a doña Juana García Puigserver y a los
herederos desconocidos de la herencia yacente de doña Maria
Concepción Riera Pou.

El 16 de julio de 1986, la Sección acordó librar el exhorto y
expedir el edicto interesados, a resultas de lo cual se publicó dicho
edicto y se emplazó a don Pedro Antonio Mataró Mojer, que,
representado PQ:r_el Procurador don Carlos Ibáñez de la Cardiniere,

_compareció el 22 de septiembre del mismo año, solicitando se le
tuviera por personado y parte en el recurso de amparo.
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Con fecha 8 de octubre de 1986, la Sección acordó tener por
personado y parte al comparecido, acusar recibo de las actuaciones
remitidas por el Tribuna! Supremo y dar vista de las mismas, por
plazo común de veinte días. a las partes Yal Ministerio Fiscal para
Que pudieran presentar alegaciones.

5. El 5 de noviembre de 1986 formuló las propias la represen­
tación de los recurrentes. Reiteran éstos los argumentos de hecho
y de Derecho contenidos en su demanda y añaden que, aunque
fuera aplicable -8 efectos dialécticos- al recurso de casación instado
la normativa anterior a la reforma operada por la Ley 34/1984, el
recurso habría sido igualmente admisible, en cuanto a sus dos
motivos, conforme a los preceptos de la Le)' derogada, por lo que,
como ha declarado el Tribunal Constitucional, en un supuesto
idéntico, por Sentencia 121/1986, de 20 de junio, la inadmisión
constituye, en el presente caso, la imposición de un formalismo
enervante incompatible con lo dispuesto en el art. 24.1 de la
Constitución. Por ello reiteran igualmente la pretensión principal
formulada en la demanda

6. Por su parle, la representación de don Pedro Antonio
MatafÓ Mojer solicita que se deniegue el amparo promovido, con
imposición de costas a los recurrentes y una multa adecuada por su
temeridad. En apoyo de su solicitud, objeta que el Auto impugnado
aplicó correctamente la Disposición transitoria segunda de la Ley
34/1984, pues, aunque ésta utilice expresamente el término «inter­
posición» de los recursos, como elemento determinante de 1&
aplicación de la nueva normativa, no debe olvidarse que se refiere
a todo tipo de recursos, y que, en cuanto afecte a la casación por
infracción de Ley, la interposición se inicia realmente con la
preparación del recurso. De ahí que no pudiera ser admitido el que,
preparado conforme a la 4>' de Etijuicuuniento Civil antaior a la
Ley de Reforma, se formalizó atendiendo a los preceptos de esta
ú1llma. Aparte de su visible inadmisibilidad en la forma, el recuno
de casactón interpuesto por los demandantes de amparo era
también palmariamente inatendible en el fondo, pues su motivo
primero opone la falta de aplicación nada menos 'Jue de los arts.
1.281 a 1.289 del Código Civil y es absolutamente 1!Ilpertinente la
conjunta alegación de todos ellos, más aún en relación con la
infracción de otros varios artículos del mismo Código, mientraa
que el motivo segundo se elimina a si mismo, al presentarse sólo
con carácter supletorio.

7. El Ministerio Fiscal interesa la estimación de la demanda
de amparo, por entender que la resolución impUJ!l8d!t vulnera el
art. 24.1 de la Constitución. Recuerda la doctrina del Tribunal
Constitucional, que ya ha resuelto numerosos supuestos idénticos
al presente, y conforme a ella. afirma que, contra la ~ntación
juridica de la parte actora, el 'Tribunal Supremo no ha infiin¡ido la
Constitución en razón de la interpretación que ha realizado de las
Disposiciones transitorias de la Ley 34/1984, pues no siendo ésta
injustificada o arbitraria, corresponde por entero al órpno judicial
competente y es cuestión que eatece de contenido constitucionaL

Sin embar¡o, más allá de lo aducido por los recurrentes, se
habrá producido la infracción denunciada, según la Sentencia del
Tribunal Constitucional de 20 de junio de 1986, en la medida en
que el recurso de casación hubiere podido admitirse i¡ualmente,
tanto por su objeto como por los motivos en que se funda,
conforme a! texto de la Ley de Enjuiciamiento Civil quc;,:.;¡:.lica
por el Tribunal Supremo, pues en tal caso la inadmisión de
formalismo excesivo y enervante en la exigencia de un requisito
formal. Asi sucede en el presente caso, en que el Tribunal Supremo
manifiesta tan solo, en el fundamento de Derecho del Auto
recurrido, que la inadmisión se produce por la formulación del
recuno de acuerdo con la nueva legislación y no con la que le es
aplicable. E incluso si se entiende Q.ue el Tribunal Supremo ha
asumido las alegaciones del Ministerio Fiscal, que denunciaba la
infracción del art. 1.729.4.°, en relación con el 1.720 de la Ley de
Enjuiciamiento Civil aplicable, la formulación del recurso no podía
producir a la Sala. ni a la otra parte, confusión., ya. que los
recurrentes adujeron, separadamente y con plena claridad y preci­
sión, dos motivos del recuno de casación, el primero de ellos por
inaplicación de la Ley Y la juriJ\'~dencia que se cita. Por ello, el
órgano judicial debió suplir m . te una inleJY.tetación posible y
favorable al ejercicio de la acción de imPUgnaCiÓn, el error formal
fácilmente advertible y reparable de los recurrentes, haciendo
efectivo el derecho fundamental del art. 24 de la Constitución.

8. Simultáneamente al proceso principa~ se tramitó por este
Tribunal, en la correspondiente pieza separada, el incidente de
sus~nsión de la ejecución de la resolución judicial recurrida,
inCldente al que puso fin el Auto de la Sala Primera. de 16 de julio
de 1986, por el que se acordó acceder a la suspensión solicitada del
Auto de la Sala Primera del Tribunal Supremó impugnado en este
proceso.

9. Por providencia de 21 de enero de 1987, se señaló para
deliberación y votación del presente recurso el día 4 de febrero
siguiente.

ll. FUNDAMENTOS JURIDICOS

l. La cuestión planteada en el presente recuno de amparo se
ciñe a determinar si el Auto de la Sala Primera del Tribunal
Supremo recurrido produjo la indefensión de los solicitantes de
amparo, en inhI:ción del derecho fundamental que les reconoce el
art. 24.1 de la Constitución, violación que aquéllos entienden
producida al haber sido inadmitido el recuno de casación que
lDterpusieron en su ella sobre la base de un motivo legalmente
improcedente, que consiste en la formalización de dicho recuno
conforme a un teXto de la Ley de El\iuiciamiento Civi~ el postaior
a la reforma introducida por la Ley 34/1984, de 6 de agosto, 'Jue
los recurrentes consideran aplicable, de acuerdo con lo establectdo
en las Disposiciones primera y se¡unda de la citada Ley, aplicabili­
dad que se deniega en el Auto impu¡nado.

2. Esta misma cuestión ha sido exaMinada y resuelta, en un
su~uesto sustancialmente i¡ual, por la Sentencia del Pleno de este
Tnbunal núm. 81/1986, de 20 de junio, CUya doctrina es por ello,
con las imprescindibles modifi""",ones derivadas de la especifici­
dad del presente caso, aplicable a la resolución de este último.

Se rettera en la mencionada Sentencia Q.ue el derecho funda­
mental que proclama el art. 24.1 de la Constttución, comprende el
de utilizar los recunos establecidos por la Ley, incluso el de
casación en materia civil, en los supuestos y con los requisitos
legalmente previstos. Pero tal derecho no queda conculcado cuando
un recuno interpuesto se inadmite por el ÓtgllllO judicial compe­
tente en atención a la ooncurrencia de un motivo legal de
inadmisión, siempre que la interpretación y aplicación del mismo
al caso concreto, que oorresponde a dicho órgano judicial, no sea
il\iustificada o arbttraria. .

Por lo que afecta. a supuestos como el presente y al que se refiere
la citada Sentencia de 20 de junio de 1986, se razona en ella.
partiendo de la dificultad que entraAa la interpretación de las
Disposiciones transitorias primera y segunda de la Ley 34/1984, de
6 de agosto, en su aplicación al recuno de casación, que la realizada
por la Sala Primera del Tribunal Supremo en una pluralidad de
casos y que se expresa también en el Auto ibora recurrido, no es
infundada -antes bien. resulta convincente- si se 'tiene en cuenta
tanto el tenor literal de lllJuellas Disposiciones transitorias como el
verdadero carácter de Iniciación del proceso impugnativo de
casación que tiene la~ón de este recurso, lo que lógica­
mente comporta la uriidad de reaulación del mismo. Por elfo, y
aunque no quepa imputar una lílta de diliaencia a la dirección
letrada del recurrente en la identifi~nde fa norma aplicable, la
mera discre~sobre la aplicabilidad de uno u otro teXto de. la
Ley de El\iwciamiento Civil al recurso preparado con antaioridad
e interpuesto oon postaioridad a la entrada en vigor de la Ley
34/1984 no basta para estimar el recuno de amparo, pues es una
cuestión que eatece de contenido constitucionaL

3. No obstante lo expuesto, el hecho de que la identificación
de la normativa procesal aplicable efectuada por el Auto recurrido
no sea inadecuada o incorrecta, no excluye que la decisión de
inadmitir el correspondiente recuno de casación haya podido
infringir el derecho fundamental a la tutela judicial efecl1va del
recurrente. Ta! inhI:ción se produce, como razona la reiterada
Sentencia de 20 de junio último, en la medida en que el recuno
hubiera podido admitirse i¡ualmente, por su objeto y por los
motivos en que se funda, conforme a! texto de la Ley de
Etijuiciamiento Civil que el Tnbunal Supremo consideró aplicable,
aunque faltase por cumplir al¡ún requisito formal de los 'Jue
aquélla ~~~ne, siempre que en el escrito de interposiClón
hubieren q suficientemente cumplimentadas las finalidades
de claridad y precisión que aquéllos persisuen en atención a la
correcta ordenación de las secuencias procesales y en garantla de la
contraparte. Y ello porque no toda inesu\aridad formal puede
erigirse en un obsW:ulo insalvable para la prosecución del proceso,
como este Tribunal ha declarado repetidamente, sino que, por el
contrario, el derecho constitucional a la tutela efectiva de los Jueces
y Tribunales no poede ser comprometido u obstaculizado mediante
la imposición de formalismos enervantes o acudiendo a interpreta­
ciones de las normas que regulan las exigencias formales del
proceso c1aramente desviadas del sentido propio de las mismas.

4. En el presente caso, el recurso de casación inadmitido se
interposo contra una Sentencia dietada por la Audiencia Territorial
de Palma de Mallorca, en grado de apelación, en un juicio
declarativo ordinario de mayor cuantIa. El recuno se fundó en dos
motivos que los recurrentes artícularon separadamente, deducido
el primero a! amparo del núm. 5.° del art. 1.692 de la Ley de
En¡uiciamiento Civil, por supuesta infracción de las normas del
ordenamiento jurldico y de la juriSllflldencia, debida a la inaplica­
ción de determinados preoeptos del Códiao Civil y de la doctrina
jurisprudencial 'J1I" se citan, y deducido él segundo a! amparo del
núm. 4.° del IDISmo artículo de la Ley procesal, por error en la
apreciación en la prueba basado en documentos obrantes el! autos.
Por su parte, el Auto recurrido fundamenta la inadmisión del
recurso, exclusivamente, en que la formalización del mismo debió
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..:omodarse a la regulación anterior a la Ley de 6 de agosto de 1984.
Pero, como este Tribunal viene señalando en una pluralidad de
decisiones relativas a supuestos iguales (Sentencias 81/1986, de 20
de julio; 120, 121, 122, 123 Y 124/1986, de 22 de octubre, entre
'otras), a las que aluden abora la pano recurrente y el Ministerio
Fisca~ no puede estimarse que aquella simple deficiencia, sin
peIjuicio de que puedan exisur otras no mencionadas en el Auto

.tmpugnado, indUjera a confusión al propio Tribunal Supremo ni a
la direeción letrada de la contrapane, tratándose de un error
fácilmente advenible y, en· Su caso, reparable. Por ello, como

. concluyen la meritada Sentencia de 20 de junio de 1986 y aquellas
otras posteriores, dadas las circunstancias concurrentes, el respeto
al derecho reconocido en el arte 24.1 de la Constitución imponia a!
órgano judicial suplir mediante una inter¡>retaciónposible y
favorable a! ejerciCIO de la acción impugnauva, el imperfecto o
·erróneo cumplimiento de los requisitos formales impuestos por la
Ley de Enjuiciamiento Civil, asegurando asl la primacia del
mencionado derecho fundamental. Al no h..:erlo asi, el Auto
impugnado en este recurso de amparo incurrió. por excesivo
formalismo, en violación de aquel derecho, cuyo restablecimiento
exige declarar su nulidad, para que la Sala Primera del Tribunal
Supremo vuelva a considerar -Y. en su caso, resolver sobre la
admisibilidad del recurso de casación interpuesto, sin tener en
cuenta los defectos meramente formales que derivan de la inco­
rrecta apreciación por el recurrente de la normativa procesal
aplicable.

Sala Sel(Unda. Recurso de amparo número 457/1986.
Sellle1U:UJ número 17/1987, de 13 de febrero.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucio~ compuesta por
doña Gloria Bogu~Cantón, Presidenta, 'i don Angel Latorre Segura,
don Fernando Garcia-Mon González-Regueral, don Carlos ae 18
Vega Bonayas, don Jesús Leguina Villa y don Luis López Guerra,
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la si¡uiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 457/1986, promovido por don
Miguel Par Barrells, representado por el Procurador don Manuel de
Dorremochea Aramburu, baio la dirección del Letrado don Jaume
Catos i Rovira, contra la Sentencia de la Audiencia Nacion~
Sección Primera de lo Penal, de 13 de marzo de 1984,y la dictada
por la Sala Segunda del Tribunal Supremo, de 11 de marzo de 1986,
'l.ue confirmó la anterior. Ha comparecido el Ministerio fiscal y ha
stdo Ponente el Magistrado don Carlos de la Vega Benayas, quien
expresa el parecer de la Sala.

l. ANTECEDENTES

l. Con fecha 28 de abril de 1986 tuvo entrada en este Tribuna!
Constitucional la demanda de amparo presentada por don Miguel
Par Bolcells, representado por el Procurador don Manuel de
Dorremochea Aramburu, contra la Sentencia de la Audiencia
Naci"nal, Sección Primera de lo Pe~ de 13 de marzo de 1984, y
la dictada, confirmando la anterior, por el Tribunal Supremo el 11
de marzo de 1986.

2. La Sentencia de la Audiencia Nacional de 13 de marzo de
1984 condenó a! recurrente como autor responsable de un delito
monetario previsto en el art. 6, e), y 7.1, P4n'afo 1.0, de la Ley
40/1979, de 10 de diciem.bre, a la pena de tres años de prisión
menor y multa de 78.676.952 pesetas, con sus accesorias legales.
Dmante e! juicio e11'OC1l!TCJIlc.pl$n1eóJa.~n-referenleala
inconstitucionalidad de la Ley 40/1979 y la Audiencia expresó en
su Sentencia a! respecto que: ... esta Sala (no) le es dable
pronunciarse sobre la i¡lconstitucionalidad de la Ley mencionada
(40/1979), que liJea!~ in W>Ce en el acto del plenario, a! haber
íido resuelta por el Tnbunal Constitucional en su Sentencia de 23
de febrero, declarándola constitucional». •

3. Interpuesto recurso de casación contra esta Sentencia, el
recurrente solicitó de la Sala Segunda del Tribunal Supremo Que
ésta planteara una cuestión previa de ÚlCOnstituciOlla1idad fOSI'OCto
de loo arts. 6 y 7 de la Ley 40/1979. Tal cuestión de inconstitUClona­
lidad se apoyaba en la vulneración del art. 17.1, c.E., por carecer
la LeY aplicada del canlA:ter de oraAnica Que exigirla el art. 81.1,
C.E. En su Sentencia de I1 de JDarz() de 1986, la &la Segunda del
Tribunal Supremo sootuv" que: 4ldIcha cuesuón fue planteada ya
en la instancia, siendo resuelta por el Tribunal Constitucional en
Sentencia de 23 de febrero de 1984, declarando la constitucionali­

. dad de la Ley». La Sala Segunda dé! Tribunal Suprem" sostuvo

FALL O

En atención a todo 10 expuesto, el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORiDAD QUE J.E CONAERE LA CONSTITU­
CION DE LA NAClON ESPANOLA,

Ha decidido:

Otorgar el amparo solicitado por don Damián Coll Tomás y
don Pedro AntoniO Vidal Mulel y, en consecuencia:

1.0 Anular el Auto de la Sala Primera (de lo Civil) del
Tribunal Supremo, de 17 de junio de 1985.

2.° Reconocer a )05 recurrentes su derecho fundamental a la
tutela judicial efectiva.

3.0 Retrotraer las actuaciones en el recurso de casación
120/1985 al momento procesal inmediatamente anterior al Auto
anulado.

Public¡uese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid a 12 de febrero de 1987.-Francisco Tomás y
Valiente.-Francisco Rubio Llorente.-Luis Díez-Picazo y Ponce de
Le6n.-Antonio Truyol Serra.-Eugenio Díaz EimiL-Miguel Rodrí­
guez-Piñero y Bravo-Ferrer.-Firmados y rubricados.

además que, dado que el art. 35, WTC, se refiere a normas con
rango de ~' «pero no habla de o!Já:niclls», no cabria plantear la
cuestión de mconstitucionalidad solicitada por el recurrente. En lo
demás, la Sentencia de 11 de marzo de 1986 confirmó el fallo
condenatorio de la Audiencia Nacional

4. La demanda de amparo se funda en lo prescrito por los
articulos 17.1 y 81.1, CE., destacando expresamente que no hace
invocación expresa del art. 25.1, CE., razón por la cnalla cuestión
que plantea no concuerda con la resuelta por el Tribunal Constitu­
cional en la Sentencia de 23 de febrero de 1984. Sostiene el
recurrente Que el preámbulo de la Ley Or¡ánica 10/1983, de 16 de
"ll;::J.';."plica que en aras de una mayor seguridad juridica de los
a os, de acuerdo con nuestro orden constitucional y por
resultar afectado el derecho a la libertad persona!, se confiere
naturaleza oraAnica a! capItulo n de la Ley 49/1979 (arts. 6 y 7),
que contiene las normas que disciplinan los delitos monetarios. El
recurrente estima que. de esta manera el propio legislador ha
reconocido que la referida Ley 40/1979 es inconstitucional y que lo
mismo cabe decir de la Sentencia del Tribuna! Supremo objeto de
este recurso. En suma, concluye la demanda, «nuestra Constttución
ha implantado la reserva absoluta de la Ley Otgánica en cuanto se
refiere a! derecho pe~ a los delitos y a las penas, como muestra
clara de la correlación existente entre los derechos fundamentales
de la persona y el desarrollo normativo de los mismos».

5. Por providencia de 7 de mayo de 1986 la Sección Cuarta de
la Sala Segunda dispuso solicitar del Tribunal Supremo certifica­
ción de la"fecha de notificación de la Sentencia. Esta certificación,
expedida el 12 de mayo de 1986, fue aJlfOgada 0p'?rtunamente a las
actuaciones y establece que la Sentencllt fue notificada el 3 de abril
del mismo año. Por providencia de 21 de mayo de 1986 la Sección
Cuarta de esta Sala dispuso admitir a trámite la demanda.

6. Con fecha 13 de mayo de 1986 sel'resentó la representación
del recurrente acreditando que la Audiencia Nacional dispuso,
mediante providencia de 2 de abril de 1986, la ejecución de la
Sentencia condenatoria, por lo que reitera la petición de suspensión
de la ejecución de la misma. La Sala acordó la suspensión solicitada
mediante el Auto de 18 de julio de 1986, dictada en la correspon­
diente pieza separada.
_.. +'La-8e"..ctónCuarta, por providenciade 25dejutlÍo-de-I-986;
dio vista de las actuaciones al Ministerio Fiscal y al solicitante de
amparo por el plazo común de veinte dias, a tenor de lo dispuesto
por el articulo 21, WTC .

8. El Fiscal, ante el Tribunal Constitucional, interesó del
Tribunal Constitncional que se diete Sentencia en el presente
recurso de amparo desestimando la solicitud del recurrente. Sos­
tuvo en .eIte lentido que «DO PDdrla entenderse que la falta de
naturaleza oraAnica de la Ley 40/1979 determine sin más la lesión
del derecho a la libertad (art. 11.1, c.E.), porque lo comprendido
en esa I.ey son sanciones penales que como tales se insertan en el
contenido del art. 25.1, C.E. -Iegalidad- y, con respecto a ella ya
tiene dicho el Tribunal Constitucio~ Sentencia 25/1984 citada,
que los articulos 6 y 7 de la Ley 40/1979, no se oponen a sus
exi¡encias».

9. El demandante de amparo, por su parte, reiteró, en esta
ocasión procesal, las llIgUmentaciones ya expuestas en el escrito de

.demanda. Sostuvo, asimismo, que, según su interpretación del ano


